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La otra erosión: residuos 

sin ley, suelos sin defensa, 
Chile en amenaza 
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Cada? dejuliose conmemora el Día dela Con- 
servación de los Suelos, pero poco se habla de 
una erosión invisible: la provocada por residuos 
industriales mal gestionados que contaminan 
silenciosamente la tierra en Chile. A diferencia 
del agua o el aire, no existe una ley que regule 
esta contaminación, ni normas de calidad niun 
catastro nacional que permita dimensionar el 
daño. En este vacío, miles de toneladas de lodos, 
aceites y escorias son dispuestas cada año sin 
trazabilidad ni tratamiento real. 

Aunque la valorización de estos residuos 
es técnica y legalmente posible, sigue siendo 
desincentivada frente a la opción más barata y 
expedita de enterrarlos. En la práctica, el sis- 
tema legal actual no solo tolera esta dinámica, 
sino que la incentiva, perpetuando un modelo 
que compromete la salud de nuestros suelos y, 
con ello, la base misma de nuestra producción 
agrícola, forestal e industrial. 

En este contexto, el Proyecto de Ley Marco 
de Suelos (Boletín14.714-01), ingresado en 2021 y 
aún en su primer trámite constitucional, pare- 
cía una oportunidad para enfrentar esta deuda 
ambiental estructural, sin embargo, la decep- 
ción es evidente. El proyecto declara principios 
como la gestión sostenible y la creación de un 
catastro nacional, pero no establece obligacio- 
nes concretas ni fija estándares de calidad del 
suelo, contaminantes prioritarios o niveles de 
intervención. Aunque menciona un sistema de 
monitoreo y futuras normas, carece de plazos, 
exigencias técnicas y mecanismos de fiscali- 
zación, y no contempla una institucionalidad 
especializada que implemente y coordine accio- 
nes efectivas. 

La experiencia internacional muestra otro 
camino. Alemania ha identificado más de 
300.000 sitios con potencial contaminante, yha 
intervenido más de 40.000, aplicando el prin- 
cipio de “quien contamina, paga” y tecnologías 
como excavación y biorremediación. En Estados 
Unidos, el programa Superfund ha movilizado 
más de 20.000 millones de dólares desde 1980 
para limpiar sitios tóxicos, combinando fondos 
públicos con exigencias legales a contamina- 
dores. México mantiene un registro nacional 
de sitios contaminados (RESICO) y exige pla- 
nes de remediación aprobados por la autoridad 
ambiental. Colombia, por su parte, cuenta con 
guías técnicas obligatorias para diagnosticar, 
declarar y recuperar suelos degradados por 
residuos peligrosos. En todos estos países, la 
combinación de normas de calidad del suelo, 
estándares técnicos y obligaciones de remedia- 
ción permite transformar pasivos ambientales 
en terrenos productivos y seguros. 

Sin suelossanos, no hay productividad soste- 
nible, transición ecológica nijusticia territorial. 
Regular, proteger y recuperarlos suelos del país 
no es un lujo ambiental, es una condición básica 
para sostener cualquier modelo de desarrollo. 

Las opiniones y conceptos vertidos por los columnistas 
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responsabilidad de sus autores y no necesariamente 
representan el pensamiento de La Tribuna. 

LA DIRECCIÓN 

  

   

  

Los Ángeles, lunes 7 de julio de 2025 

| 2 ROJOS 

Seguridad pública: ¿Qué dejaron sobre la 
seguridad las primarias oficialistas? 

Jorge Andrés Contreras Bliimel 
Especialista en inteligencia, consultor y docente 

en Seguridad Pública Ciudadana 
(contrerasblumel 

  

Una etapa importante de los ciclos políticos acaba 
de concluir y las primarias oficialistas han resuelto su 
candidata para competir por el sillón presidencial. Unos 
más, otros menos, hemos seguido los debates presiden- 
ciales ylas propuestas de cada uno delos candidatos, hoy, 
por cierto, ya fuera de competencia. Luego, se analizan 
los escenarios de las votaciones y se hacen encuestas 
para comparar resultados de la candidata Jara con los 
candidatos opositores. 

Desde mi lugar como consultor y analista en seguri- 
dad pública, he puesto especial atención a conocer las 
propuestas de seguridad de esta primera carpeta de pro- 
puestas programáticas. En estesentido figuran varias que 
quisiera comentarles y que juntos hagamos un ejercicio 
de entender siestasiniciativas provocaríanalgún cambio 
en la crisis de seguridad que hoy vive Chile. 

Se habló de extender la carrera de Carabineros de 
Chile y aumentar su sueldo para aumentar su dotación 
y mejorar sus condiciones. La carrera funcionaria de las 
policías y, en general, de las Fuerzas Armadas tiene un 
tope y varios filtros disciplinarios que crean una pirá- 
mide que permite, a través del tiempo, proyectar a sus 
mejores oficiales y suboficiales para llegaralos puestos de 
mayorresponsabilidad, atendiendo ademásala capacidad 
de una planta regulada por ley. Conclusión: extender la 
carrera funcionaria sumaría algunas plazas menores a 
las existentes y su efecto es bastante pobre en términos 
de cambios reales a su dotación. 

Se postuló también duplicarla formación de carabine- 
ros de 3.500 a7.000 al año y un GOPE cuatro veces más 
grande para combatir el crimen organizado. Duplicar los 
efectivos es un requerimiento urgente quesedebiera estar 
ejecutando desde ya, las postulaciones han aumentado 
notablemente los últimos años, de hecho, la Escuela de 
Formación de Suboficiales de Carabineros ingresa 800 
alumnos año tras año y su malla curricular exige dos 
años de estudios. En el caso de los oficiales, el año 2024 
egresaron cerca de120 oficiales nuevos. En conclusión: el 
aumento de la planta es un deber, pero que no podrá ser 
logrado en el corto plazo. Los estándares de postulaciones 
masivas y atractivas lograron reponerse el 2022 — 2023, 
luego deun profundo descrédito generado por estos mis- 

    

    

  

mos candidatos que hoy impulsan su crecimiento. 
El levantamiento del secreto bancariofue otra bandera 

de lucha que hoy se discute en el Parlamento y se propone 
como una mejora a las capacidades de investigación cri- 
minal. Es raro y también confuso cuando se pone tanto 
énfasis en esta materia, como un aspecto fundamental 
dela estrategia de combate al crimen organizado, si hace 
pocos días la Fiscalía dio cuenta de una de sus mejores y 
más brillantes investigaciones interregionales referida 
a la ruta del dinero. En allanamientos simultáneos, se 
detuvo adecenas de personas ligadasallavado de activos. 
Entonces, la pregunta es: ¿por qué, si se pudo hacer esta 
excelente diligencia sin la ley que tanto se discute, si ya 
es posible y se acaba de hacer, por quéno solo se replica el 
método? Otra vez la pregunta: ¿es una buena propuesta? 

Se suman a las anteriores, Sistema de Televigilancia 
Nacional, modificación al Código Penal, centro de for- 

mación de aduanas y otras menores. Siles comparto una 
primera impresión, no hay absolutamente nada nuevo 
en las propuestas presentadas por este sector para estas 
primarias, no se incorporan iniciativas que puedan y 
permitan cambiar la realidad nacional. 

Independiente del sector que ustedes apoyen y hacien- 
do un ejercicio simple: ¿se quedaron con el recuerdo de 
alguna iniciativa en seguridad pública desde los can- 
didatos?, a pesar de todo lo que se gastó y promovió en 
estas campañas. ¿Ven ustedes luces respecto de que la 
seguridad tenga la relevancia que se espera en el relato? 
Hago un llamado a todos a que exijamos propuestas de 
verdad con carácter de urgente y concretas. Que nos 
hagan sentido, que cambien el panorama pronto y no 
luego del egreso de mil funcionarios en dos años más. 

Chile demanda mucho más, que se hable del terroris- 
mo, de la migración ilegal, del crimen organizado en los 
asentamientos precarios sinley, del hurto delosinsumos 
agroquímicos, del hurto de cables, del robo de transfor- 
madores, de las capacidades y la voluntad delas fiscalías, 
del robo de salmones, de las cosechas que se deben hacer 
con protección policial, delos estados de excepción quese 
repiten sin reflexión, del empleo prolongado de las Fuer- 
zas Armadas en tarcas policiales y delafalta de Estado de 
Derecho en tantos espacios de nuestro territorio. 

  

Conducción bajo sustancias: ¿qué sanciones enfrentan 

Conducir bajo la influencia del alcohol o drogas 
no es solo una irresponsabilidad individual, sino una 
amenaza directa a la seguridad de cientos de personas 
que confían en el transporte público todos los días. 

En Chile, la conducción bajo la influencia del alcohol 
o sustancias ilícitas es un delito severamente sancio- 
nado, especialmente cuando quien infringe la ley es 
un conductor del transporte público. Así lo explica 
la profesional Natalia Esparza, quien detalla que la 
legislación contempla un régimen sancionatorio más 
estricto para estos casos, con penas que pueden alcan- 
zar hasta los diez años de cárcel. 

“La Ley de Tránsito sanciona a quienes conduzcan 
vehículos, medios de transporte u operen maquinaria 
en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias 
estupefacientes o psicotrópicas, hayan causado o no 
daño a terceros”, señala la académica. No obstante, 
enfatiza que cuando el delito es cometido por un con- 
ductor cuya labor consiste en el transporte de personas 
o bienes, y que se encuentra desempeñando dichas 
funciones, la ley es aún más rigurosa. 

Este marco agravado fueincorporado con la llamada 
Ley Emilia (N* 20.770), la que establece penas que van 
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desde 5 años y un día hasta 10 años de presidio, junto 
a una multa que puede ir de 8 a 20 UTM. Además, se 
incluye la prohibición de por vida para conducir y la 
confiscación del vehículo usado en el delito. 

“La ley reconoce más grave esta conducta cuando es 
realizada por un conductor profesional, que tiene a su 
cargo la seguridad de otras personas”, explica Esparza. 

Pese al avance normativo que significó la promulga- 
ción de la Ley Emilia, la académica UCSC advierte que 
aún existen brechas importantes. “Aunque el sistema 
procesal penal funciona de forma bastante expedita 
una vez que se detiene a un conductor en estado de 
ebriedad, el verdadero desafío está en evitar que estas 
situaciones ocurran”, sostiene la abogada. 

Finalmente, la especialista recalca la importancia 
de generar mecanismos preventivos que permitan 
detectar y sancionar a tiempo a quienes infringen la 
ley, antes de que se produzcan consecuencias graves 
para los pasajeros o la ciudadanía en general. “Existen 
desafíos importantes principalmente en materia de fis- 
calización de los conductores de transporte público. Se 
requiere una fiscalización más robusta y permanente 
sobre quienes operan el transporte público”. 
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